
Número Identificador 

SEN2021_________ 

 
 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL XI 
 

IRMA McCADNEY 
SANTOS, PAXIE 
CÓRDOVA ESCALERA Y 

LA SOCIEDAD LEGAL DE 
GANANCIALES 
COMPUESTA POR AMBOS 

 
Recurridos 

 
v. 
 

UNIVERSIDAD CENTRAL 
DE BAYAMÓN; ACE 

INSURANCE COMPANY Y 
PERSONAS X, Y, Z 
 

Peticionarios 

 
 

 

 
 
 

 
 

 
KLCE202100347 

Certiorari 
procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de 
Bayamón  
 

Caso Núm.:  
D DP2017-0617 

 
Sobre:  
 

Daños y Perjuicios 
 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Lebrón Nieves, la Jueza 

Soroeta Kodesh y el Juez Rodríguez Flores 
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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

Mediante un recurso de certiorari presentado el 26 de marzo 

de 2021, comparece la Universidad Central de Bayamón, por 

encomienda de la Asociación de Garantía de Seguros Misceláneos 

de Puerto Rico1 (en conjunto, las peticionarias).  Nos solicitan que 

revisemos una Resolución dictada el 26 de febrero de 2021 y 

notificada el 1 de marzo de 2021, por el Tribunal de Primera 

Instancia (en adelante, TPI), Sala de Bayamón.  Por medio del 

dictamen recurrido, el TPI declaró No Ha Lugar una Solicitud de 

Desestimación por Prescripción interpuesta por las peticionarias.  

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

expide el auto de certiorari y se confirma el dictamen recurrido. 

 
1 Se desprende de los autos originales que el 19 de agosto de 2019, la Asociación 

de Garantía y Seguros Misceláneos de Puerto Rico instó una Moción Asumiendo 
Representación Legal ante el foro primario en sustitución de Real Legacy 

Assurance Company, aseguradora de la Universidad Central de Bayamón.  Dicho 

petitorio fue declarado Ha Lugar por conducto de una Resolución dictada el 20 de 

agosto de 2019. 
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I. 

De acuerdo con el expediente ante nuestra consideración, el 

30 de noviembre de 2017, la Sra. Irma McCadney Santos (en 

adelante, la señora McCadney Santos), su esposo, el Sr. Paxie 

Córdova Escalera, y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales 

compuesta por ambos (en conjunto, los recurridos), incoaron una 

Demanda sobre daños y perjuicios en contra de las peticionarias.2  

En síntesis, alegaron que el 1 de octubre de 2016, la señora 

McCadney Santos sufrió daños físicos al intentar salir de un 

elevador que se quedó detenido entre dos (2) pisos de las facilidades 

de la Universidad Central de Bayamón.  En vista de lo anterior, los 

recurridos reclamaron una compensación económica por concepto 

de daños y perjuicios, sufrimientos y angustias mentales.3   

Con posterioridad, la Demanda fue enmendada el 14 de 

diciembre de 2017.  Por su parte, el 12 de marzo de 2018, las 

peticionarias instaron su Contestación a la Demanda Enmendada.4  

En apretada síntesis, afirmaron que el elevador funcionaba 

adecuadamente y que no se cometió ningún acto culposo o 

negligente por el cual debieran responderle a los recurridos.  

Asimismo, levantaron como defensas afirmativas, que los daños 

reclamados por la recurrida eran exagerados o especulativos; que el 

personal del 911 se presentó inmediatamente al lugar; y atendió el 

accidente ocurrido en el elevador.  En lo atinente a la controversia 

que nos ocupa, las peticionarias no levantaron la defensa 

afirmativa de prescripción.5 

 
2 Véase, Demanda Enmendada, Anejo 9 del Apéndice del recurso de certiorari, 
págs. 43-50.   
3 Resulta menester indicar que los recurridos alegaron que interrumpieron 

oportunamente el término prescriptivo mediante una reclamación extrajudicial. 
4 Mediante una Resolución dictada el 14 de abril de 2021, solicitamos al TPI copia 

de dicho documento.  Ello, pues, las peticionarias no incluyeron el escrito como 

parte del Apéndice del recurso de certiorari. 
5 Las peticionarias se reservaron el derecho de levantar defensas adicionales que 
surgieran del descubrimiento de prueba.  Es importante destacar que no 

levantaron la defensa afirmativa de prescripción.  Además, admitieron el 

párrafo 20 de la Demanda Enmendada, el cual indicaba que el término 
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Al cabo de varios trámites procesales, el 20 de diciembre de 

2019, las peticionarias instaron una Moción Solicitando Permiso para 

Enmendar la Contestación a Demanda.6  Ello así, a los fines de 

añadir defensas particulares bajo el Código de Seguros de Puerto 

Rico.  El 9 de enero de 2020, notificada el 10 de enero de 2020, el 

TPI emitió una Orden en la cual declaró Ha Lugar la solicitud de 

permiso interpuesta por las peticionarias.  En consecuencia, las 

peticionarias presentaron su Contestación Enmendada a Demanda 

Enmendada.  Las peticionarias adujeron, por primera vez, que la 

causa de acción presentada por los recurridos estaba prescrita.7 

A su vez, el 12 de febrero de 2021, las peticionarias 

interpusieron una Moción de Desestimación por Prescripción.8  

Sostuvieron que los recurridos no interrumpieron oportunamente el 

término prescriptivo de la causa de acción.  Manifestaron que la 

reclamación extrajudicial interpuesta por los recurridos el 30 de 

septiembre de 2017, no se recibió dentro del término prescriptivo.  

De igual forma, indicaron que la paralización de términos dispuesta 

por el Tribunal Supremo de Puerto Rico, como consecuencia de la 

emergencia provocada por el paso del Huracán María por Puerto 

Rico, no incidió sobre el término prescriptivo de la presente causa 

de acción.  Razonaron que la Resolución emitida el 16 de octubre de 

2017 por nuestro Tribunal Supremo, no suspendió los términos 

prescriptivos dispuestos en nuestro Código Civil. 

 
prescriptivo fue interrumpido oportunamente mediante una reclamación 

extrajudicial. 
6 El 14 de abril de 2021, solicitamos al TPI copia del documento, toda vez que las 
peticionarias no incluyeron el mismo como parte del Apéndice del recurso de 

certiorari. 
7 Véase, Contestación Enmendada a Demanda Enmendada, Anejo 8 del Apéndice 

del recurso de certiorari, pág. 41.  Adviértase que las peticionarias nuevamente 

admitieron en el párrafo número 20 de la Demanda Enmendada, que el término 

prescriptivo de la causa de acción se interrumpió mediante una reclamación 

extrajudicial.  En dicha alegación responsiva, la Asociación de Garantía de 
Seguros Misceláneos de Puerto Rico compareció como sucesora en interés de Real 

Legacy Assurance Company. 
8 Véase, Moción de Desestimación por Prescripción, Anejo 4 del Apéndice del 

recurso de certiorari, págs. 6-11. 
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Se desprende de la Minuta de la Vista de Conferencia con 

Antelación al Juicio celebrada el 17 de febrero de 2021 según consta 

en los autos originales, que las partes, por conducto de sus 

representantes legales, expusieron sus respectivas posturas en 

cuanto al petitorio de desestimación de las peticionarias.  Asimismo, 

surge que el TPI le concedió un término hasta el 1 de marzo de 2021 

a los recurridos para presentar su oposición a la moción de 

desestimación.    

En respuesta y en cumplimiento con lo ordenado, el 18 de 

febrero de 2021, los recurridos incoaron su Oposición Moción de 

Desestimación por Prescripción.9 Plantearon que su causa de acción 

no estaba prescrita.  Ello así, en virtud de la Resolución emitida por 

el Tribunal Supremo, mediante la cual se extendieron todos los 

términos que vencieron entre el 19 de octubre de 2017 y el 30 de 

noviembre de 2017.  De igual manera, argumentaron que las 

peticionarias admitieron en sus dos (2) Contestaciones a la Demanda 

que el término prescriptivo de la causa de acción presentada se 

interrumpió extrajudicialmente.  Además, recalcaron que “no se 

levantó la defensa afirmativa de prescripción, la cual se 

renuncia si no se levanta”.10  

En igual fecha, el 18 de febrero de 2021, las peticionarias 

presentaron una Réplica a Oposición a Moción de Desestimación por 

Prescripción.11  Reiteraron que la causa de acción de los recurridos 

estaba prescrita.  En torno a este particular, arguyeron que la 

Resolución del Tribunal Supremo se refería solamente a gestiones 

judiciales.  Esgrimieron, también, que los recurridos no presentaron 

evidencia sobre las razones que tuvieron para no completar las 

 
9 Véase, Oposición Moción de Desestimación por Prescripción, Anejo 5 del Apéndice 

del recurso de certiorari, págs. 18-21. 
10 Id., a la pág. 20. 
11 Véase, Réplica a Oposición a Moción de Desestimación de Desestimación por 
Prescripción, Anejo 6 del Apéndice del recurso de certiorari, págs. 22-27. 
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acciones extrajudiciales para interrumpir el término prescriptivo de 

la reclamación objeto del pleito de autos. 

Así las cosas, el 26 de febrero de 2021, notificada el 1 de marzo 

de 2021, el TPI dictó la Resolución recurrida.12  En dicho dictamen, 

el foro primario declaró No Ha Lugar la Moción de Desestimación por 

Prescripción instada por las peticionarias.  El foro a quo determinó 

que la reclamación incoada por los recurridos no estaba prescrita 

debido a que los términos fueron extendidos hasta el 1 de diciembre 

de 2017 por el Tribunal Supremo de Puerto Rico. 

Insatisfechas con dicha determinación, el 2 de marzo de 2021, 

las peticionarias interpusieron una Moción de Reconsideración.13 

Mediante una Resolución dictada el 12 de marzo de 2021 y notificada 

el 15 de marzo de 2021, el TPI declaró No Ha Lugar la solicitud de 

reconsideración instada por las peticionarias.14 

No contestes con la anterior determinación, el 26 de marzo de 

2021, las peticionarias presentaron el recurso de certiorari de 

epígrafe en el que adujeron que el TPI cometió el siguiente error: 

Erró el TPI al no desestimar la demanda por 
prescripción. 

 

El 7 de abril de 2021, dictamos una Resolución mediante la 

cual le concedimos a los recurridos un término para que se 

expresaran en torno al recurso de epígrafe.  En cumplimiento con lo 

anterior, el 15 de abril de 2021, los recurridos instaron su Oposición 

a Escrito de Certiorari.  Por su parte, el 16 de abril de 2021, las 

peticionarias incoaron una Réplica a Oposición a Escrito de 

Certiorari.  Previa solicitud de este Tribunal por conducto de una 

Resolución dictada el 15 de abril de 2021, el TPI nos remitió el 20 de 

abril de 2021, en calidad de préstamo, los autos originales.   

 
12 Véase, Resolución, Anejo 1 del Apéndice del recurso de certiorari, págs. 2-3. 
13 Véase, Moción de Reconsideración bajo la Regla 47 de Procedimiento Civil, Anejo 

7 del Apéndice del recurso de certiorari, págs. 28-32. 
14 Véase, Resolución, Anejo 2 del Apéndice del recurso de certiorari, págs. 4-5. 
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A la luz del trámite procesal atinente a la controversia ante 

nos y con el beneficio de los escritos de las partes, al igual que los 

autos originales, exponemos el derecho aplicable.   

II. 

A. 

El auto de certiorari, 32 LPRA sec. 3491 et seq., es el vehículo 

procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido por un 

tribunal inferior.  Pueblo v. Aponte, 167 DPR 578, 583 (2006); Pueblo 

v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999).  Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de 

expedir el auto de certiorari de manera discrecional.  Rivera Figueroa 

v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).  En nuestro 

ordenamiento jurídico, esta discreción ha sido definida como una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera.  Lo anterior no significa poder 

actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

derecho, porque, ciertamente, eso constituiría un abuso de 

discreción.  Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  

Con el propósito de que podamos ejercer de una manera sabia 

y prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en los 

méritos de los asuntos que nos son planteados mediante el recurso 

de certiorari, la Regla 40 del Reglamento de nuestro Tribunal, 4 LPRA 

Ap. XXII-B R. 40, establece los criterios que debemos tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición de un auto de 

certiorari.  Esta Regla dispone lo que sigue a continuación:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 



 
 

 
KLCE202100347 

    

 

7 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 
 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. XXII-

B R. 40.  

B. 

En repetidas ocasiones, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado que en su misión de hacer justicia la discreción es el 

más poderoso instrumento reservado a los jueces.  Rodríguez v. 

Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004); Banco Metropolitano v. Berríos, 110 

DPR 721, 725 (1981).  La discreción se nutre “de un juicio racional 

apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un sentido llano de 

justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin tasa ni 

limitación alguna”.  Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 656, 684 

(2012), citando a Santa Aponte v. Srio. del Senado, 105 DPR 750, 

770 (1977); HIETel v. PRTC, 182 DPR 451, 459 (2011).  Asimismo, 

“no significa poder para actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho”.  Pueblo v. Hernández García, 

supra, citando a Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 

651, 658 (1997). 

En Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico indicó que existen ciertas guías 

para determinar cuándo un tribunal abusa de su discreción y, en 

torno a este particular, estableció lo siguiente:  

…[U]n tribunal de justicia incurre en un abuso de 

discreción, inter alia: cuando el juez no toma en cuenta 
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e ignora en la decisión que emite, sin fundamento para 
ello, un hecho material importante que no podía ser 

pasado por alto; cuando el juez, por el contrario, sin 
justificación ni fundamento alguno, concede gran peso 

y valor a un hecho irrelevante e inmaterial y basa su 
decisión exclusivamente en éste, o cuando, no obstante 
considerar y tomar en cuenta todos los hechos 

materiales e importantes y descartar los irrelevantes, el 
juez los sopesa y calibra livianamente.  García v. Padró, 

supra, a la pág. 336; Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 
203, 211 (1990). 

 

En el contexto de esa doctrina, debemos tener presente el 

alcance de nuestro rol como Foro Apelativo al intervenir 

precisamente con la discreción judicial.  Así pues, es norma 

reiterada que este Foro no habrá de intervenir con el ejercicio de la 

discreción del Tribunal de Primera Instancia, “salvo que se 

demuestre que hubo un craso abuso de discreción, prejuicio, error 

manifiesto o parcialidad”.  Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 

184 DPR 689, 709 (2012), citando a Lluch v. España Service Sta., 

117 DPR 729, 745 (1986). 

C. 

Entre las normas generales que establecen las Reglas de 

Procedimiento Civil en torno a las alegaciones están aquellas 

atinentes a las defensas afirmativas.  “Mediante una defensa 

afirmativa la parte a quien corresponde responder una alegación 

afirma hechos o argumentos “que[,] de ser ciertos, derrotan el 

reclamo del demandante, incluso si todas las alegaciones del 

demandante fueron aceptadas como correctas”.  Conde Cruz v. Resto 

Rodríguez, Op. de 20 de diciembre de 2020, 2020 TSPR 152 a las 

págs. 21-22 citando a R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de 

Puerto Rico: Derecho procesal civil, 6ta ed., San Juan, 2017, sec. 

2202, pág.290; véase, también, Díaz Ayala v. ELA, 153 DPR 675, 

695 (2001). 

De este modo, la Regla 6.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V R. 6.3, dispone como sigue:  
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Al responder a una alegación, las siguientes 
defensas deberán expresarse afirmativamente: (a) 

transacción, (b) aceptación como finiquito, (c) laudo y 
adjudicación, (d) asunción de riesgo, (e) negligencia, (f) 

exoneración por quiebra, (g) coacción, (h) impedimento, 
(i) falta de causa, (j) fraude, (k) ilegalidad, (l) falta de 
diligencia, (m) autorización, (n) pago, (o) exoneración, (p) 

cosa juzgada, (q) prescripción adquisitiva o extintiva, 
(r) renuncia y cualquier otra materia constitutiva de 
excusa o de defensa afirmativa.  Estas defensas 

deberán plantearse en forma clara, expresa y 
específica al responder a una alegación o se tendrán 

por renunciadas, salvo la parte advenga en 
conocimiento de la existencia de la misma durante 
el descubrimiento de prueba, en cuyo caso deberá 

hacer la enmienda a la alegación pertinente.  
(Énfasis nuestro). 

 

Según se desprende de la Regla antes citada, las defensas 

afirmativas antes enumeradas se entenderán renunciadas si no son 

oportunamente levantadas de manera expresa y específica en la 

primera alegación responsiva o en la contestación a la demanda de 

la parte a quien le pueden favorecer las mismas.  Conde Cruz v. 

Resto Rodríguez, supra, a la pág. 22, citando a Díaz Ayala v. ELA, 

supra, a la pág. 696; Olmeda v. Sueiro, 123 DPR 294, 299 (1989); 

Odriozola v. S. Cosmetic Dist. Corp., 116 DPR 485, 506 (1985); 

Ramos v. Trans Oceanic Ins. Co., 103 DPR 298, 300 (1985).   

Resulta menester resaltar que la propia Regla 6.3 de 

Procedimiento Civil, supra, “permite a un demandado aducir una 

defensa afirmativa que no planteó en la contestación a la demanda 

“si los hechos que la fundamentan se conocen con posterioridad a 

la presentación de la contestación y con motivo del descubrimiento 

de prueba”.  Conde Cruz v. Resto Rodríguez, supra, a la pág. 23, 

citando Hernández Colón, op. cit., pág. 291.  Es decir, a modo de 

excepción, una defensa afirmativa puede ser invocada por primera 

vez luego de que una parte ha presentado su primera alegación 

responsiva.  Lo anterior, sujeto a la autorización del tribunal cuando 

el solicitante demuestre: (1) que la omisión de no alegar la defensa 

afirmativa a tiempo no se debió a falta de diligencia; y (2) que con la 

alegación tardía de la defensa afirmativa no ha de causarle 
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sustancial perjuicio a la parte contra quien se opone en términos de 

una solución justa, rápida y económica del litigio.  López v. J. Gus 

Lallande, 144 DPR 744, 791-792 (1998); Texaco P.R. Inc. v. Díaz, 105 

DPR 248, 250 (1976); Epifanio Vidal, Inc. v. Suro, 103 DPR 793, 794-

796 (1975).     

A la luz del marco doctrinal antes esbozado, procedemos a 

atender la controversia ante nuestra consideración.   

III. 

En el recurso que nos ocupa, las peticionarias adujeron que 

erró el TPI al denegar su solicitud de desestimación.  Alegaron que 

la causa de acción presentada por los recurridos está prescrita.  Lo 

anterior, debido a que la reclamación extrajudicial interpuesta por 

los recurridos no interrumpió el termino prescriptivo de un (1) año 

para entablar una acción de daños.  Asimismo, manifestaron que 

incidió el foro primario al concluir que las Resoluciones emitidas por 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico en torno a la paralización de 

términos y extensión de estos hasta el 1 de diciembre de 2021, a raíz 

del paso del Huracán María, tuvieron el efecto de paralizar el término 

prescriptivo de los recurridos para incoar su Demanda.  No les asiste 

la razón a las peticionarias en su argumentación.  

De entrada, cabe recordar que el 20 de septiembre de 2017, 

Puerto Rico sufrió el embate del Huracán María.  Como resultado de 

la magnitud de la devastación ocasionada por dicho fenómeno 

atmosférico, en la Isla se suscitó una crisis sin precedentes en 

nuestra historia moderna.  El Tribunal Supremo de Puerto Rico 

emitió, en lo pertinente, dos (2) Resoluciones mediante las cuales, 

entre otras cosas, suspendió las labores en la Rama Judicial y 

paralizó los términos judiciales.  En específico, el 18 de 

septiembre de 2017, el Tribunal Supremo de Puerto Rico emitió una 

Resolución, In re: Extensión de Términos ante el paso del Huracán 

María, EM-2017-07, mediante la cual dispuso que todo término que 
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venciera el 19 de septiembre de 2017 y, mientras dure la 

emergencia, se extendería hasta nuevo aviso.15  Asimismo, el 16 de 

octubre de 2017, el Alto Foro dictó otra Resolución, In re: Extensión 

de términos ante el paso del Huracán María, EM-2017-175 en la cual 

“en atención a la situación de los tribunales…”, dispuso como lo 

que transcribimos a continuación: 

En atención al estado de situación de los tribunales, del 
servicio eléctrico y de las telecomunicaciones en Puerto 

Rico, así como al plan antes mencionado para reanudar 
las operaciones regulares en los tribunales a la 
brevedad posible, se dispone que la paralización de 

los términos culminará el viernes, 1 de diciembre de 
2017.  Por lo tanto, con el propósito de evitar que 
las partes se vean imposibilitadas de presentar sus 

recursos, demandas y mociones por esta situación, se 
dispone que todo término que haya vencido o que 

venza entre el 19 de septiembre y el 30 de 
noviembre de 2017, inclusive, se extenderá hasta el 
viernes, 1 de diciembre de 2017.  Ello, al amparo de 

nuestra facultad para reglamentar los procedimientos 
judiciales y conforme a lo dispuesto en los artículos 388 

y 389 del Código Político de 1902, 1 LPRA secs. 72 y 73. 
(Énfasis nuestro). 
 

De las Resoluciones antes citas surge el lenguaje inequívoco 

del Tribunal Supremo de Puerto Rico al ordenar la suspensión de 

labores, la paralización de los términos, y la extensión de aquellos 

términos que hayan vencido, o que vencerían, entre el 19 de 

septiembre del 2017 y el 30 de noviembre de 2017, con el propósito 

de evitar que las partes “se vean imposibilitadas de presentar sus 

recursos, demandas y mociones”.  En vista de lo anterior, resulta 

forzoso concluir que el término de un (1) año para que los recurridos 

presentaran su Demanda y que vencía el lunes, 2 de octubre de 

2021,16 quedó paralizado por orden taxativa del Tribunal Supremo.  

Por ende, no incidió el foro primario al concluir que la reclamación 

 
15 En lo pertinente al recurso que nos ocupa, el Tribunal Supremo ordenó que: 

Como resultado de lo anterior y al amparo de nuestra facultad para 

reglamentar los procedimientos judiciales y conforme a lo 

dispuesto en los artículos 388 y 389 del Código Político de 1902, 1 

LPRA secs. 72 y 73, todo término que venza el 19 de septiembre 

de 2017, y mientras dure la emergencia, se extenderá hasta 

que las condiciones del tiempo permitan reanudar las labores 
en los tribunales y así se anuncie. 

16 Dicho término vencía el 1 de octubre de 2017, que, por ser domingo, se 

extendería al próximo día laborable, lunes, 2 de octubre de 2017. 
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de los recurridos no estaba prescrita, toda vez que el término para 

presentarla quedó paralizado por orden expresa del Tribunal 

Supremo de Puerto Rico.  

Por otro lado, hemos revisado los escritos de las partes y los 

autos originales del caso ante el TPI, y lo cierto es que tanto en la 

Contestación a la Demanda, así como en la Contestación a Demanda 

Enmendada, las peticionarias no levantaron la defensa afirmativa de 

la prescripción. A su vez, no pasa por inadvertido que las 

peticionarias interpusieron la Moción de Desestimación por 

Prescripción más de tres (3) años después de comenzado el pleito de 

autos.  De acuerdo con el marco jurídico antes expuesto, una 

defensa afirmativa que no es levantada a tiempo se considera 

renunciada, salvo que se demuestre que no se omitió por falta de 

diligencia.  López v. J. Gus Lallande, supra.  En torno a este 

particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha señalado que, 

luego de entablarse un procedimiento judicial, la parte demandada 

no deberá esperar por años para levantar una defensa afirmativa 

para posteriormente sorprender a todas las otras partes.  Meléndez 

v. El Vocero de Puerto Rico, 144 DPR 389, 399 (1997).   

En atención a lo detallado previamente, resolvemos que no 

procede permitir a las peticionarias levantar una defensa afirmativa 

que efectivamente renunciaron.  Máxime así, cuando el trámite 

procesal comenzó en el año 2017 y el juicio en su fondo está a punto 

de comenzar.  Asimismo, resulta forzoso concluir que la reclamación 

entablada por los recurridos no está prescrita y no procede su 

desestimación, como correctamente concluyó el foro primario.  De 

conformidad con lo anterior, expedimos el auto de certiorari 

solicitado y confirmamos la determinación recurrida. 

IV. 

En mérito de los fundamentos antes expresados, se expide el 

auto de certiorari solicitado y se confirma el dictamen recurrido. 
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 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


